
“Es tiempo de cuidar nuestras instituciones”,
afirmó el Presidente Boric la mañana del jueves,
comentando la destitución del juez Sergio Mu-
ñoz. La frase no dejaba de ser extraña, no solo
por la cantidad de acusaciones constitucionales
que el diputado Boric votó favorablemente, sino
también por el tono. En efecto, al mismo tiempo
que llamaba a cuidar las instituciones, el man-
datario hablaba más como líder partidista que
como jefe de Estado, contribuyendo así a per-
petuar la polarización que tiene intoxicado al
sistema político. 

Pero hay más. Al momento de pronunciar la
frase, el Presidente ya estaba informado de la
grave denuncia contra el subsecretario Monsal-
ve. Y, de hecho, a esa misma hora, Monsalve
estaba participando en una sesión del Congreso,
como si una acusación de ese calibre fuese
políticamente inocua. Hay que tomarle el peso a
este hecho: el jueves por la mañana, el Gobierno
hacía como si nada: el mandatario enfrascado
en una disputa con el Congreso, y el subsecreta-
rio participando de una instancia rutinaria en el
Parlamento. Es tiempo de cuidar nuestras
instituciones.

A las pocas horas, el caso salió a la luz
pública, y el subsecretario presentó su renuncia
en el Palacio de la Moneda. Surge de inmediato
una pregunta: ¿por qué la salida de Monsalve
tiene lugar después de que la prensa revelara el
caso? ¿No hay allí una negligencia grave en un
Gobierno que enarbola al feminismo como
bandera? ¿Participó la ministra Orellana de esa
decisión? Puede ser comprensible la necesidad
de recabar antecedentes, pero la prudencia

más elemental exige disminuir al máximo la
presencia pública del subsecretario. Es tiempo
de cuidar nuestras instituciones.

Con todo, lo más grave vendría al día si-
guiente. El viernes, el Presidente decidió dar una
inédita conferencia de prensa, de cincuenta
minutos, en la que detalló —o intentó detallar—
la secuencia de los hechos. El mandatario se dio
el lujo de narrar pormenores del caso, que son
completamente ajenos a su investidura. Logró
así una proeza digna de destacar: en lugar de
limitar los daños y poner distancia con las
inevitables esquirlas del caso, decidió multipli-
carlas al infinito. La conferencia será recordada
por décadas como un ejemplo de aquello que un
Presidente no debe hacer: llevar todos los
problemas a su persona y su despacho. Dado
que la decisión fue tomada por el propio man-
datario —su jefa de prensa intentó disuadirlo al
menos en dos ocasiones— no es posible respon-
sabilizar a nadie más. Es tiempo de cuidar
nuestras instituciones. 

¿Por qué el mandatario decidió hablar largo y
tendido sobre una cuestión tan delicada? La
pregunta podría parecer baladí. No obstante,
me parece que es crucial formularla del modo

más riguroso posible si acaso queremos com-
prender la situación del Gobierno. Después de
todo, Gabriel Boric es un político talentoso que
conoce su oficio. Por lo mismo, un error de este
calado no es el resultado de la simple inadver-
tencia. Muy por el contrario, se trata de algo
más profundo: el mandatario obedeció a lo que
considera un imperativo categórico, constitutivo
de su identidad política. El Presidente estaba
haciendo algo importante. De allí el modo enfá-
tico en que repitió una y otra vez que contesta-
ría todas las preguntas —hasta el punto de leer
mensajes desde su aparato— para intentar
probar su inocencia. El mandatario quería
despejar todas las dudas, mostrar sinceridad
total, en definitiva, ser auténtico. Si el episodio
estaba poniendo en duda el compromiso de su
persona con la transparencia y la causa feminis-
ta, él mismo tenía que poner su testimonio en
juego. El Presidente estuvo dispuesto a prota-
gonizar una improvisada performance personal,
con todos los riesgos involucrados, con el fin de
levantar toda sospecha respecto de sí mismo. El
Presidente dio una conferencia de prensa de
cincuenta minutos para cuidar su inocencia,
para demostrar que Gabriel Boric sigue siendo

Gabriel Boric. Es tiempo de cuidar nuestras
instituciones. 

Alguien podría afirmar que el mandatario hizo
lo correcto si tenemos a la vista la desconfianza
generalizada. En esa lógica, necesitamos una
honestidad descarnada, y él estuvo dispuesto a
responder todas y cada una de las preguntas.
Nunca habíamos tenido un Presidente tan
sincero, tan honesto y, sobre todo, tan inocente.
Sin embargo, el argumento falla precisamente
porque el asunto no es tanto personal como
institucional. Al referirse de ese modo al caso
Monsalve, el mandatario olvidó que no se repre-
senta a sí mismo, sino a la Presidencia de la
República. La razón es bien simple: ¿qué ocurre
si su sinceridad no persuade, si su versión deja
más dudas que certezas y si abre flancos adicio-
nales? ¿El Presidente volverá a hablar una, dos o
tres horas para aclararlo todo, para volver a
mostrar que no tiene nada que esconder? ¿No
hay allí una visión algo ingenua de la política?
¿No está confundiendo el Presidente su subjeti-
vidad con su investidura? ¿Estará dispuesto
Gabriel Boric a aceptar que, en política, nadie es
completamente inocente? Es tiempo de cuidar
nuestras instituciones. n
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El Presidente estuvo dispuesto a protagonizar una improvisada

performance personal, con todos los riesgos involucrados, con el fin

de levantar toda sospecha respecto de sí mismo. 
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No se sabe, por supuesto, pero ya se sabrá, si
acaso el exsubsecretario Monsalve cometió o no
un delito. 

Lo que sin embargo ya se sabe es que no
estuvo a la altura de sus deberes y que, entera-
do, el Gobierno obró mal.

Basta recordar que el día 22 de septiembre
concluía un fin de semana largo. En esos días la
opinión pública y la ciudadanía estaban alerta
por los previsibles desórdenes o los problemas de
seguridad que podrían ocurrir, como en efecto
ocurrieron. Pero hoy se sabe que ese día el
subsecretario, en cuyas manos se había puesto la
seguridad pública, estaba en un restaurante
peruano del centro de Santiago tomando abun-
dante pisco sour con una funcionaria a la que
había invitado o citado (no debe olvidarse que en
las relaciones de poder no es fácil distinguir
cuando el jefe cita o invita), la que, al despertar
a su lado, desnuda, advierte, según su relato,
haber sido violada. Al día siguiente, 23 de
septiembre, se esperaba que el subsecretario se
reuniera con la prensa para informar a la ciuda-
danía. No lo hizo, es probable que como conse-
cuencia de la resaca (o la culpa, o una mezcla de
culpa y de resaca) que entonces debió padecer. 

Esos parecen ser los hechos. 
Suponga usted que para bien del subsecreta-

rio esos hechos no hayan constituido delito
alguno (es difícil, puesto que al parecer no había
voluntad de quien apareció más tarde desnuda a
su lado); aun así, e incluso si la relación hubiera
sido perfectamente consentida, lo que sin duda
no parece, cabe preguntarse si es razonable, si
denota diligencia o responsabilidad, dedicarse a
ingerir abundante pisco sour con una funcionaria
que posee con él una relación de dependencia, en
días y horas donde la responsabilidad que se le
había confiado debía ejercerse con esmero. La
respuesta es que no, que no es razonable, no
está a la altura de lo que se espera de una
autoridad que desde luego puede ingerir lo que le

plazca; pero no a costa de sus deberes o traicio-
nando las expectativas de los ciudadanos en los
días donde se esperaba que estuviera alerta a lo
que ocurría y no aletargado o adormilado (vo-
luntariamente en su caso) por el pisco sour.

¿Cuándo se enteró el Gobierno? Se ha decla-
rado que el martes. De manera que desde ese
día y hasta que el diario La Segunda lo divulgó
(de nuevo los periodistas evitan el engaño y
sacan el disfraz), el subsecretario actuaba como
tal y el Presidente, en vez de indignarse con él y
despedirlo, se indignaba con los senadores que
destituyeron a un juez. Y mientras tanto a los
parlamentarios, ante los que el subsecretario
exponía, se les mantenía en la ignorancia y desde
luego también a la ciudadanía. Se ha dicho que
esa espera tuvo por objeto permitir que el sub-
secretario informara a su familia (y es de esperar
se excusara con ella); pero esa explicación es
pueril, puesto que el subsecretario renunció y el
Gobierno informó solo cuando la prensa divulgó
la información. Así no es verosímil que la espera
tuviera ese objeto, puesto que acabó no cuando
el subsecretario supuestamente cumplió con
explicar a su familia, sino cuando no había
manera de omitir la información. Descontado,
claro, que en ese supuesto lapso de espera el
subsecretario además de aprovechar de verificar

los videos del hotel, actuaba ante el Congreso
como si nada hubiera ocurrido, con la anuencia
tácita, se sabe ahora, del Presidente y la minis-
tra.

Es difícil explicar todo esto de alguna forma
racional. 

De lo que no cabe duda es de que esto (no
vale la pena ocultarlo) daña objetivamente la
imagen del Presidente y el prestigio del Gobierno
(algo que él acrecentó con esa extraña conferen-
cia de prensa), y especialmente de Carolina
Tohá, puesto que ella es una mujer que recibe la
noticia de una probable agresión sexual a otra y,
sin embargo, demora, o consiente se demore,
esa información de una manera inexplicable. Y
esa demora no puede explicarse esgrimiendo la
presunción de inocencia, puesto que nada impe-
día informar con prontitud y decidir desvincular
a Monsalve, o exigir se lo desvinculara, dejando a
salvo esa presunción de manera explícita. En vez
de eso, Monsalve es mantenido en el cargo y se
le permite ejecutar funciones de Estado (que
suponen vínculos privilegiados con la policía) a
sabiendas de la grave denuncia y según parece
luego de haberlo hecho renunciar. 

El caso pone también en una situación difícil el
feminismo de que el Gobierno hizo gala, porque
si hay un caso en el que el tema del género tiene

relevancia es en las relaciones de poder, esas
relaciones asimétricas donde se explota la ambi-
güedad que no permite a la parte más débil, en
este caso una mujer, distinguir entre una citación
y una invitación. Se esperaría que un gobierno
feminista no solo se esmerara en nombrar muje-
res en los cargos, sino también tener especial
sensibilidad con las relaciones de poder emana-
das de la división sexual del trabajo (que este
caso, fuere cual fuere su resultado jurídico-
penal, pone de manifiesto), en vez de asistir a
ellas como quien asiste a un tropiezo que se
puede arreglar o morigerar si se cuenta con uno
o dos días más, como pareció creerse era posible
hasta que La Segunda decidió divulgar la noticia.

Hay que decirlo una vez más: los gobiernos y
los políticos no se deben medir por los discursos
que emiten, las proclamas que formulan, las
ideas abstractas que repiten, sino por la manera
en que reaccionan frente a los casos difíciles. Ahí
se mide la manera en que sopesan su responsa-
bilidad pública y la consistencia de su discurso.
No hay que juzgar a los políticos por sus palabras
o sus alardes frente a los periodistas: son sus
actos en momentos difíciles los que enseñan
cuáles son sus limitaciones. 

Y ese es el problema que, para el Gobierno,
representa este caso. n

El caso Monsalve
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A menos de dos años de que concluya
el mandato del Presidente Gabriel Boric,
el Plan de Emergencia Habitacional (PEH),
una de las principales iniciativas del
Ministerio de Vivienda y Urbanismo
(Minvu), registra un avance del 31% en
intervenciones en campamentos, hasta
agosto de este año.

Así lo establece un informe realizado
por el centro de estudios de TECHO-Chile
con información obtenida vía Ley de
Transparencia, que entregó los datos
recabados hasta el 13 de agosto. El plan
incluye varios programas, de los cuales
Construyendo Barrios y Gestión Habita-
cional están dirigidos a mejorar la calidad
de vida de las familias que viven en cam-
pamentos, con el objetivo de intervenir en

un total de 1.364. Sin embargo, según los
datos entregados a la fundación, solo se
ha avanzado en 422 campamentos desde
el inicio del programa, en abril de 2022.

Además, solo el 2,4% de las interven-
ciones previstas están finalizadas; el resto
de los proyectos en curso se encuentra en
etapas preliminares o aún sin terminar.
Esto significa que más de 900 comunida-
des continúan esperando la intervención
del Estado.

Según Alejandra Cajas, subdirectora
ejecutiva de TECHO-Chile, estas familias
carecen de un acceso “adecuado a agua
potable, alcantarillado y electricidad”.
Indica que por esto, es “apremiante que el
Gobierno ponga acelerador a los progra-
mas que buscan mejorar la calidad de

vida de las familias que viven en asenta-
mientos informales y que hoy cuentan con
una baja ejecución”.

A Cajas le parece contraproducente
que “ante estas cifras, en el proyecto de
Ley de Presupuesto 2025 se estén dismi-
nuyendo en un 46% los recursos del
programa del Ministerio de Vivienda y
Urbanismo dirigido a campamentos, es
decir, Asentamientos Precarios”.

El PEH es una iniciativa lanzada por el
Gobierno para enfrentar el déficit habita-
cional en el país y tiene como meta cons-
truir 260.000 viviendas, entre 2022 y
2025. Sin embargo, solo 11.418 vivien-
das del PEH están destinadas a soluciones
habitacionales para campamentos, una
cifra que contrasta con el Catastro 2024

del Minvu, el cual identificó 1.432 cam-
pamentos en el país, lo que equivale,
según TECHO-Chile, a más de 113 mil
familias que habitan en estas condiciones.

La fundación asegura que son 665.933
familias las que hoy necesitan una vivien-
da, porque habitan en viviendas irrecupe-
rables, allegadas o hacinadas, en espacios
que no se pueden ampliar o en campa-
mentos. Por esto, Javiera Moncada,

directora del centro de estudios de TE-
CHO-Chile, destaca que “la cifra de
soluciones dirigidas a campamentos que
componen el PEH es claramente insufi-
ciente, considerando que el 17% del déficit
habitacional corresponde a hogares que
viven en campamentos. Por lo tanto,
vemos que los campamentos, una vez
más, siguen sin ser sujetos de la política
pública”.

TECHO-Chile: Plan de Emergencia
Habitacional del Gobierno alcanza
solo 31% de meta en campamentos

CUENTAN QUE

El plan busca intervenir en un total de 1.364 campamentos.
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